Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 17 minutos) 


-La Comisión Especial para el Estudio del Funcionamiento de los Partidos Políticos tiene el 
agrado de recibir a una delegación de ANDEBU -Asociación de empresas que emiten señales 
uruguayas de televisión-, encabezada por el doctor Rafael Inchausti, quien seguramente nos hará 
conocer el punto de vista de ese colectivo respecto al proyecto de ley de publicidad electoral gratuita 
en los medios de comunicación. 


Quiero aclarar que en la mañana de hoy contamos con la presencia del señor Representante 
Philippe Sauval, suplente del Diputado Posada. 


SEÑOR INCHAUSTI.- En primer lugar, queremos agradecer a la Comisión Especial para el Estudio del 
Funcionamiento de los Partidos Políticos la invitación cursada a ANDEBU a los efectos de brindar su 
opinión y puntos de vista sobre el proyecto de ley que regula, en este caso específico, la publicidad en 
períodos electorales. 


Tuvimos la oportunidad de presentarnos con anterioridad ante esta Comisión, hace 
aproximadamente un año, cuando el proyecto de ley que hoy está a estudio en este ámbito integraba, 
como un capítulo, la redacción del proyecto general sobre funcionamiento y financiación de los partidos 
políticos. En esta oportunidad, ese capítulo referido a la publicidad durante los períodos electorales, 
que fue separado del proyecto general, como todos sabemos, se analiza en forma independiente. 


Queremos reiterar -tal como lo hicimos en aquella ocasión y en varias posteriores cuando 
nos reunimos con la Comisión en su conjunto y con algunos señores Senadores que la integran- el 
profundo compromiso de los medios de comunicación electrónica que integran ANDEBU -es decir, la 
televisión abierta, la radio y la televisión para abonados- con la democracia y con todas sus 
instituciones, entre las cuales los partidos políticos juegan un rol fundamental. 


Los medios de radiodifusión en Uruguay -concretamente, ANDEBU, agremiación que los 
aglutina y representa desde hace 75 años- creen en la democracia como sistema político de equilibrio 
de Poderes y consideran que su principal protagonista son los partidos políticos y no las corporaciones. 
Por esta razón quiero remarcar que la presencia de ANDEBU en esta oportunidad -así como también 
en todas las comparecencias a que fue convocada para prestar sus opiniones y puntos de vista en 
diversos ámbitos- no obedece a un interés corporativo de los medios de radiodifusión asociados a 
ella, porque creemos que la democracia no la hacen las corporaciones sino que se forma y desarrolla a 
través del funcionamiento de los partidos políticos. En ese sentido, el compromiso de los medios es 
facilitar y promover la difusión de la información, a través de su programación y contenidos, relativa a 
las actividades de los partidos, tanto en sus servicios informativos como en sus programas de 
entrevistas, de opinión, etcétera. Asimismo, en las oportunidades electorales se ha acordado con los 
partidos políticos -recuerdo lo sucedido en 1999 y 2004- que los candidatos a ocupar cargos electivos 
tuvieran la posibilidad de acceder a los medios de radiodifusión para brindar sus mensajes a la 
población, presentar sus propuestas, planes de gobierno, intereses y metas. 


Además de permitir este acceso a los candidatos a ocupar cargos electivos, se agregó una 
determinada prestación de servicios de difusión publicitaria para los partidos políticos. Quiere decir, 
entonces, que el acuerdo no sólo incluyó espacios para difusión sino, también, servicios de publicidad. 
Consideramos que el funcionamiento de este mecanismo fue muy bueno y que gracias a esa medida 
se facilitó de manera importante el acceso de los partidos políticos a la difusión de la información sobre 
sus programas, a la vez que les permitió brindar a los electores su propuesta en materia publicitaria. 


Por otra parte, es bueno recordar que ANDEBU ha colaborado con el sistema político -en 
este caso con el Parlamento nacional- y con otras instituciones, a través del ofrecimiento de la 
utilización del espacio institucional con que cuenta en todos sus medios asociados, tanto para los 
Representantes Nacionales como para los Senadores de la República. Es así que desde el año pasado 


-en este momento, estamos culminando el segundo ciclo de esta experiencia-, los mensajes de los 
Legisladores, a través de los cuales exponen sus proyectos e inquietudes sobre distintos aspectos, han 
llegado a una enorme parte de la población vía los medios asociados a ANDEBU, tanto de radio y 
televisión, como de televisión para abonados. A nuestro juicio, esto constituye un aporte adicional de 
ANDEBU, independientemente de la actividad que desarrolla cada medio de radiodifusión. 


Si me permiten, quisiera señalar dos puntos fundamentales que a nuestro criterio hacen a la 
actividad y al desarrollo de los medios de difusión. Uno de ellos tiene que ver con los elementos que 
conceptualmente componen su actividad. Como todos sabemos, los medios de difusión utilizan 
frecuencias radioeléctricas y para llevar a cabo su actividad realizan inversiones en infraestructura 
tecnológica, en desarrollo humano, en organización y en producción de contenidos. Es decir que las 
frecuencias radioeléctricas son un componente dentro de una actividad que requiere de muchos otros. 
En alguna medida existe, según nuestro criterio, un concepto erróneo respecto a qué se considera 
frecuencia radioeléctrica. 


En lo que tiene que ver con la materia del Derecho Internacional, Uruguay ha firmado 
acuerdos internacionales que regulan la asignación de frecuencias radioeléctricas y su autorización, 
estableciendo que son patrimonio común de la comunidad internacional. Todavía escuchamos la 
expresión errónea de que las frecuencias o las ondas son propiedad del Estado, y queremos aclarar 
que eso no es así. Desde hace muchos años nuestro país ha refrendado los tratados internacionales, 
reitero, reconociendo que las frecuencias radioeléctricas son patrimonio común de la humanidad. 


Esta concepción se ha viso reflejada en la última ley que reguló la materia de la radiodifusión, 
Servicio de Radiodifusión Comunitaria, en cuyo artículo 2* se reitera el concepto de que las frecuencias 
radioeléctricas son patrimonio común de la humanidad y los Estados son sus administradores, es decir, 
quienes asignan las frecuencias radioeléctricas a privados y a organismos públicos. Así ha sido en 
nuestro país: se han asignado al SODRE, a Televisión Nacional, a organizaciones privadas 
comerciales, y desde hace un año, a asociaciones civiles y grupo de personas a través de la 
radiodifusión comunitaria. 


Reitero, entonces, que en Uruguay este concepto está refrendado y reconocido en las leyes, 
más allá de que en la jerga popular podamos seguir escuchando la calificación de las frecuencias 
radioeléctricas como pertenecientes al Estado. 


Los medios de radiodifusión desarrollan su actividad -es decir, sus contenidos, sus programas 
y sus propuestas de comunicación- con el soporte de las frecuencias radioeléctricas, pero en la medida 
en que esas actividades tienen como base la apelación al talento humano, al desarrollo intelectual, 
existen licencias y patentes sobre determinados contenidos; esos componentes son propiedad privada 
-en este caso sí- de los medios de comunicación, que para financiar sus actividades prestan servicios 
de difusión publicitaria. Además del servicio general de comunicación, información, y difusión de la 
cultura y de contenidos recreativos, también presta el servicio de difusión publicitaria a los anunciantes, 
que no es gratuito -como sí lo es el servicio genérico que prestan los medios-, sino oneroso. Es decir 
que los medio de comunicación cobran a los anunciantes por este servicio. De acuerdo con la 
reglamentación vigente -el Decreto N* 734 del año 1978-, ese es el único ingreso con el que cuentan 
los medios de radiodifusión privados, y para recibir algún otro tipo de entrada necesitan la autorización 
especial del Poder Ejecutivo. 


Obviamente, a los anunciantes les interesa que los medios de comunicación en los que 
invierten su dinero tengan audiencias muy voluminosas, lo que también importa a estos últimos para 
ofrecer espacios publicitarios a los anunciantes. 


Debe tenerse en cuenta que cuando un proyecto de ley pretende obligar a los medios de 
comunicación a prestar servicios en forma gratuita -en este caso a los partidos políticos, pero otra ley 
podría obligar a prestarlos a cualquier persona u organización-, no sólo está disponiendo de las 
frecuencias radioeléctricas que han sido asignadas a esos medios en condiciones que solamente 
podrían ser modificadas por razones de interés general, sino también de su infraestructura de 
organización, su tecnología, sus recursos humanos, su talento, su creatividad, sus licencias y otros 
derechos protegidos por la Constitución y por la ley; es decir, de todo aquello que compone la 
universalidad que en Derecho Comercial se conoce como “establecimiento comercial” y que, sin duda, 
es de su exclusiva propiedad. 


La introducción que he realizado tiene como primer objetivo el de señalar, remarcar y 
recordar que los medios de comunicación han realizado una notable tarea de apoyo a la democracia, a 
sus instituciones, y especificamente a los partidos políticos; pero también hacer hincapié en que, 
cuando hablamos de medios de radiodifusión y de su relación con la utilización de las frecuencias 
radioeléctricas que son el soporte sobre el que se desarrolla su actividad, debemos recordar que esas 
frecuencias no son propiedad de los Estado sino de la comunidad internacional, siendo administradas 
por cada Estado de acuerdo con sus regímenes legales específicos. En el caso de nuestro país, el 
régimen para su administración está establecido por la Ley de Radiodifusión y su decreto 
reglamentario. Esto quiere decir que si se pretenden modificar las condiciones de utilización de las 
frecuencias, debería armonizarse con esas leyes. 


Si los señores Senadores me lo permiten, me gustaría reiterar, también, que en su actividad 
comercial los medios de radiodifusión no venden “aire” -como popularmente se dice-, sino que 
ofrecen a los anunciantes un servicio de difusión publicitaria que se desarrolla en base a una cantidad 
de elementos de inversión en infraestructura y recursos humanos que, obviamente, tienen su costo. 
Por esa razón, cuando se encuentran frente a proyectos de ley que de alguna manera requieren la 
prestación de servicios de carácter gratuito -sean para quien sean-, se ponen en alerta, en tanto puede 
significar la merma de los recursos con los que cuentan para garantizar su funcionamiento y 
desarrollo, no sólo porque cuentan con esos ingresos para funcionar -me refiero a los que podrían 
provenir de esos anunciantes a los que se les asignan servicios gratuitos-, sino porque el disponer 
parte del tiempo de emisión de publicidad a la prestación de servicios gratuitos, les impide ofrecer esos 
tiempos a los anunciantes comerciales que habitualmente son su soporte financiero. Debemos decir 
también que habitualmente, durante los períodos electorales existe una retracción de los anunciantes 
comerciales y en esos momentos es natural que los medios de difusión vean disminuir sus ingresos 
provenientes de ese sector. También se ha considerado, en alguna medida, que los períodos 
electorales representan una zafra especial para los medios de radiodifusión. En ese sentido, quisiera 
aclarar que eso no es así -al menos para los medios a los que se dirige este proyecto de ley, es decir 
los de televisión-, ya que las inversiones realizadas por los partidos políticos son consideradas a tarifas 
especiales y se deben complementar con la retracción que tienen los anunciantes comerciales. 


Sin perjuicio de esos comentarios, quisiera reiterar algunos conceptos que ya hemos 
planteado en oportunidades anteriores cuando nos presentamos para expresar nuestras opiniones 
sobre el proyecto de ley. Concretamente, quisiera reiterar que a criterio de ANDEBU debemos separar 
lo que significa la prestación de servicios de información sobre actividades electorales o propuestas de 
gobierno, de la prestación del otro servicio de los medios, que es el de la difusión publicitaria. 
Obviamente, es muy distinto informar que difundir publicidad. En ese sentido, quiero reiterar 
nuevamente que los medios de radiodifusión, de televisión para abonados y de televisión abierta están 
dispuestos a brindar acceso a los partidos políticos utilizando aquellos mecanismos que les permitan 
difundir sus propuestas políticas a través de los medios de comunicación electrónica asociados a 
ANDEBLU. Consideramos que en ese aspecto sí se está contemplando el interés general y que, de esa 
forma, los medios de comunicación realizan un aporte valioso y genuino a la democracia. 


Por otra parte, cuando analizamos la difusión de publicidad de carácter gratuito que 
pretende el proyecto de ley, debemos hacer referencia, en primer lugar, a la definición que realiza la 
Ley N* 17.045, que determina en qué consiste la publicidad electoral. Sobre este particular, el artículo 
22 dice: “Artículo 2*.- Entiéndese por publicidad electoral aquella que se realiza a través de piezas 
elaboradas especializadamente, con criterios profesionales y comerciales”. Es decir que la propia 
definición de la ley hace referencia a que esta actividad es comercial y se realiza con criterios 
profesionales, o sea, aquellos criterios de elaboración que tienen en cuenta las particularidades de la 
comunicación de consumo. También quiero señalar que la publicidad electoral, tal como está definida 
en la ley, es esencialmente distinta de la comunicación de información que pueda provenir de los 
partidos políticos, y que esta sí enriquece el bagaje informativo con que pueden contar los electores en 
el momento de emitir el sufragio. En cambio, la publicidad elaborada profesionalmente con criterios de 
publicidad de consumo tiene la finalidad, no de informar, sino la de captar adhesiones a determinados 
sectores o partidos políticos, por lo cual pensamos que en este aspecto no es de interés general, sino 
que responde al interés particular de los partidos políticos de contar con servicios de difusión. Por 
tanto, pensamos que podría llegar a vulnerar principios constitucionales, pues la principal motivación 
de la ley debe ser el interés general y no el particular de sectores o agrupaciones. Otra observación de 
fondo que tenemos para hacer al proyecto de ley es que, tal como está redactado, vulnera el principio 
de igualdad que también tiene raíz constitucional, en la medida en que sólo afecta a los medios de 
televisión abierta y para abonados en este caso; cabe recordar que en el proyecto de ley anterior 
también se incluía la radiodifusión, pero no a otros medios de comunicación, como ser prensa escrita, 


Internet u otros mecanismos de comunicación como la vía pública, etcétera. Más allá de eso, aún 
incluyendo a todos esos sectores, no resulta igualitario, porque no debieran ser estos únicamente los 
que tuvieran que soportar los costos fundamentales de las campañas políticas. Si este proyecto de ley 
responde al interés general, deberían ser más amplios los mecanismos de respaldo social que 
contribuyeran a financiar esta actividad. Pensamos que durante los períodos electorales, y también 
durante el funcionamiento permanente de los partidos políticos, estos requieren la prestación de 
diversos servicios, además de los de publicidad. Por ejemplo, podrían utilizar servicios de 
comunicación, de telefonía, de transporte, de impresión de folletos o programas de gobierno, y no por 
esa razón se les estaría pidiendo a todos esos sectores que prestaran esos servicios de forma gratuita. 


A nivel internacional existen soluciones y, por ejemplo, la legislación brasileña establece 
mecanismos de acceso, tanto de información como de publicidad de los partidos políticos durante los 
períodos electorales, pero a la vez fija una compensación otorgando créditos fiscales a las empresas 
que son afectadas. Sin duda, el mecanismo que se establece en el proyecto de ley concierne al 
funcionamiento de los medios de televisión porque afecta sus ingresos y, además, representa un 
tratamiento desigual frente a otros sectores sociales que se dedican a la difusión publicitaria, en la 
medida en que el soporte fundamental de la financiación de la actividad publicitaria electoral de los 
partidos políticos sería absorbida por este sector de la sociedad. 


En un informe que entregamos a la Comisión el año pasado -lo podemos volver a enviar con 
alguna ampliación referida al proyecto actual- incluíamos algunas otras consideraciones de fondo sobre 
el tema, pero para no seguir abundando al respecto invito a los señores Senadores a repasarlo. 


Respecto al proyecto actual, quisiera realizar pequeños aportes basándome en un análisis 
superficial que hemos hecho vinculado al régimen que establece la regulación de la publicidad 
electoral. Me voy a referir a las consecuencias que podría tener la definición de señales uruguayas 
emitidas desde el territorio nacional que, seguramente, tiene un efecto abarcativo superior al que 
pretendían darle los redactores del proyecto. En esta medida, esta definición podría alcanzar a los 
canales de televisión abierta y para abonados -tanto de Montevideo como del interior de la República-, 
públicos y privados, señales de televisión para abonados producidas en nuestro país -estoy 
pensando en los casos de VTV, TV Libre, TV Ciudad-, e incluso señales producidas en nuestro país 
pero cuyo destino es el mercado internacional, como Latinoamérica Televisión, que se integra a las 
emisiones de Direct TV para el público del exterior, pero que no es recibida en nuestro país. En igual 
medida, también podría alcanzar a la señal generada por el Hipódromo de Maroñas, por la empresa 
Hípica Rioplatense, que es una señal que se emite para el exterior, a los canales locales de televisión 
para abonados y, además, a otras señales que fueran emitidas por estaciones satelitales instaladas en 
nuestro país, pero cuyo destino fuera también el exterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este, como en otros artículos, cuando notoriamente el propósito es uno, 
pero hay aspectos técnicos que hacen que no se alcance, son bienvenidas las redacciones que 
permitan mejorarlo. No hay nadie que quiera establecer una obligación para señales que no se ven en 
el país. Entonces, todos los aportes técnicos que se hagan al respecto son recibidos en buena hora 
porque no hay ningún afán de perjudicar. Es decir que independientemente de la opinión que se pueda 
tener sobre el proyecto, se aceptan las mejoras técnicas para precisar el alcance., 


SEÑOR INCHAUSTI.- Por otra parte, vemos que nada se establece sobre la publicidad que pudiera 
ser contratada por los partidos políticos en señales que vienen del exterior y que son emitidas en 
nuestro país, como algunas señales de televisión para abonados que admiten la inserción de 
publicidad durante su emisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuáles serían? 
SEÑOR INCHAUSTI.- Podrían ser FOX, CNN y otras originadas en el exterior. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por ejemplo, que un partido contrate a Tinelli. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Así es, señor Presidente: que un partido contrate televisión argentina o 
publicidad en tandas que provengan del exterior. 


(Intervención que no se escucha) 


-Con respecto a los mecanismos de asignación de tiempo publicitario, pensamos que los 
establecidos en el proyecto de ley tienen un resultado exorbitante para las capacidades de absorción 
de los medios de televisión. Es decir, si nos atenemos a las últimas rondas electorales -es decir, las 
elecciones internas y las nacionales-, en la medida en que el proyecto de ley establece que se debe 
hacer un promedio entre las elecciones nacionales y las internas para determinar cuántos van a ser los 
segundos diarios con que contarán los partidos políticos, encontramos que con este sistema, en caso 
de darse los resultados de las elecciones de 2004, tanto internas como nacionales ocuparían 
prácticamente la totalidad del tiempo disponible para la emisión de publicidad en los canales de 
televisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso tiene que ver con el artículo 4*. 

SEÑOR INCHAUSTI.- Sí, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que tendríamos que analizarlo un poco. 
SEÑOR INCHAUSTI.- Por supuesto. 


De acuerdo con lo que establece el Decreto N* 734/78, los canales de televisión de 
Montevideo cuentan con quince minutos por hora para emitir publicidad. Si consideramos sólo el 
horario central, en la medida en que un tercio de la asignación del tiempo establecido en el proyecto de 
ley lo ocuparía en el espacio comprendido entre las 19 y 23 horas, estamos hablando de cuatro horas 
durante las cuales se podría insertar -de acuerdo con lo que dice el Decreto antes mencionado- una 
hora de publicidad. Los cálculos que hemos hecho según lo que se indica en el proyecto de ley, arrojan 
cincuenta y seis minutos dentro de ese horario, es decir que solamente lo establecido en el artículo 4" 
ocuparía ese tiempo de los sesenta minutos que los medios tienen disponibles. Si a eso se suman los 
dos minutos establecidos en el artículo 4% de la Ley N* 17.045 -de acuerdo con la remisión que hace el 
artículo 9% del proyecto de ley-, nos encontraríamos con cincuenta y ocho minutos de los sesenta que 
los medios tienen disponibles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un tema sobre el que tendremos que hablar. 


SEÑOR INCHAUSTI.- En esa medida, como dije al principio, el resultado es prácticamente 
confiscatorio de todo el tiempo disponible con que cuentan los medios para emitir su publicidad y 
financiar sus actividades. 


Este es el régimen permanente, porque el régimen provisorio establece porcentajes que 
serían obligatorios y otros que permitirían a los canales de televisión comercializar la publicidad con los 
partidos políticos. En definitiva, lo que nos importa es que, justamente, el régimen que quedaría 
permanente es el establecido en el Capítulo |. 


Por otro lado, también vemos con alarma la disposición contenida en el artículo 13, es decir, 
la posibilidad de establecer una regulación de precios en esta materia. Sin perjuicio de que los medios 
de radiodifusión cuentan con tarifas que son públicas y negociables -de hecho, con todos los 
anunciantes se negocian los precios, las bonificaciones y los descuentos en razón de volúmenes de 
inversión, de permanencia y de antecedentes de los anunciantes-, el establecimiento de precios 
regulados en este sector de actividad no tiene antecedentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a este sistema provisorio, existe preocupación porque uno de 
los objetivos de los partidos es que no estén endeudados por esta parte que se paga y entonces no se 
pierda ese objetivo. En estos artículos puede haber propuestas que ustedes presenten, de modo que 
logren el mismo efecto y, en cierta manera, levanten algunas de las observaciones que realizan. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Justamente, en los medios de radiodifusión, especificamente en los canales de 
televisión que están representados por ANDEBU, creo que ha quedado claro que no se comparten las 
disposiciones contenidas en este proyecto de ley por razones de fondo y de forma sobre los 
mecanismos de asignación, es decir, por la ingeniería establecida para la asignación de tiempo 
publicitario. Sin perjuicio de ello, estamos dispuestos a arribar a acuerdos con los partidos políticos 
para facilitar la creación de segmentos de comunicación que precisen a los efectos de difundir su 
propuesta de gobierno e, incluso, de trasmitir, con las particularidades que tienen las campañas 
publicitarias, sus propuestas políticas, así como de lograr la captación de las adhesiones que 
consideren necesarias para resultar electos en los cargos de gobierno a los que aspiran. 


Consideramos, entonces, que una regulación sobre estos aspectos no debería provenir de 
un régimen legal, sino de acuerdos que los medios de comunicación realicen con los partidos políticos, 
en la medida en que, seguramente a través de los acuerdos, se contemplen los legítimos intereses que 
cada una de las partes -los medios de comunicación y los partidos políticos- necesiten proteger. 


También tenemos dudas sobre las mayorías necesarias para aprobar proyectos de esta 
naturaleza vinculados a la actividad electoral y, en ese sentido, contamos con un pequeño informe, un 
relevamiento somero que ha realizado el estudio jurídico que asesora a nuestra asociación y que 
quisiéramos compartir con los señores Legisladores, para lo cual invitamos a los asesores a compartir 
esas apreciaciones con todos nosotros. 


SEÑORA SILVA.- En particular, nos interesa señalar nuestra preocupación por este proyecto de ley 
que está sometido a estudio de la Comisión en lo que tiene que ver con un requisito formal, constituido 
por las mayorías necesarias para su aprobación. 


Consideramos que para su aprobación, este proyecto requiere cumplir necesariamente -al 
decir del doctor Korzeniak- con una garantía jurídico - formal, que consiste en contar con la 
mayoría especial prevista en el numeral 79) del artículo 77 de nuestra Constitución. 


Llegamos a esa conclusión por varios fundamentos. Uno de ellos es que este proyecto de ley 
modifica la Ley N* 17.045 en cuanto hace extensivas sus disposiciones a las empresas de televisión 
abierta y televisión para abonados. Se trata de una ley de contenido netamente electoral y, justamente, 
fue aprobada cumpliendo la mayoría especial prevista en el numeral 7%) del artículo 77 de la 
Constitución. 


Entendemos que el proyecto de ley está comprendido en esta disposición, entre otras, por 
las siguientes razones. Por un lado, establece la utilización gratuita de servicios de difusión publicitaria 
y limita la comercialización de publicidad electoral. Además, modifica -como decíamos- la Ley N* 
17.045, que posee un contenido claramente electoral, al limitar el período de publicidad electoral y los 
horarios en los cuales se puede trasmitir encuestas. Por otro lado -y esto parece ser la razón y el 
objetivo de la presente iniciativa-, busca generar las circunstancias necesarias para que el votante se 
exprese con la mayor libertad, cuente con información equilibrada y abierta, y emita el sufragio con las 
mayores garantías. 


En la medida en que este es un proyecto de ley que justamente procura generar las garantías 
para el sufragio, resulta claro que estamos dentro de lo que es el ámbito obligatorio del numeral 79) del 
artículo 77 de la Constitución. Al expresar esto, no solamente nos basamos en nuestra apreciación que 
deriva de considerar que la iniciativa a estudio tiene claramente un contenido electoral, sino que 
también hemos recabado la posición de nuestra doctrina, representada, entre otros, por el doctor 
Cagnoni, que refiere a aquellas disposiciones que podrían tener como finalidad la garantía del sufragio, 
y el doctor Korzeniak. Aclaro que citamos esta doctrina para analizar específicamente el artículo 
mencionado. 


El doctor Cagnoni, en su libro “El Derecho Constitucional Uruguayo”, expresa: “Con carácter 
general puede indicarse que, con la finalidad de asegurar la mayor libertad a cada elector, de manera 
que el sufragio exprese su voluntad y que esta aparezca fielmente reflejada en el acto de la elección, 
se ha procurado rodearlo de garantías que actúen antes del acto, de manera permanente” -me parece 
que es a lo que estamos apuntando claramente en este proyecto de ley- “en ocasión próxima a él, 
durante el mismo y con posterioridad para que los resultados documentados sean exacta expresión de 
los sufragios emitidos”. 


Por otro lado, el doctor Korzeniak califica a esta disposición como una garantía jurídico - 
formal y en su Curso de Derecho Público dice: “Esta peculiar garantía formal (mayoría de dos tercios 
de votos de cada Cámara) tiene un fundamento muy claro: evitar que un Partido o más de un Partido 
con una mayoría parlamentaria que puede ser circunstancial, establezca reglas electorales que 
favorezcan de antemano sus posibilidades electorales”. 


En definitiva, si este proyecto de ley no se aprueba con las mayorías necesarias y no se 
cumple con este requisito formal, de ser aprobado puede ser pasible de que se promueva contra él una 
acción de inconstitucionalidad. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Reiteramos que encontramos algunas falencias en el proyecto de ley en cuanto 
a la posibilidad de que se vean vulneradas algunas garantías constitucionales, no sólo por razones de 
fondo -tales como el derecho a la propiedad y al derecho de igualdad-, sino también de forma, tal como 
lo indicó la doctora Silva en el breve informe que preparamos; todo ello sin perjuicio de que puedan 
existir opiniones diversas y de que la razón definitiva solamente la puede dar la Suprema Corte de 
Justicia. 


Para culminar, quiero reiterar que es voluntad de los medios asociados a ANDEBU el poder 
arribar, como ya señalé, a un acuerdo con los partidos políticos para permitirles acceder a espacios de 
comunicación como a algún espacio publicitario que estimen necesario, de manera de contemplar sus 
intereses legítimos, la finalidad del fortalecimiento de la democracia y sus instituciones, así como 
también los intereses legítimos de estas empresas privadas que son los medios de comunicación en el 
Uruguay, representados por ANDEBU. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero plantear una pregunta sobre esta última intervención. 


Se señalaron algunas posibilidades de vulneración de derechos y no entendí bien si ello se 
debía al hecho de no suscribirse con mayorías especiales, si era por el contenido general de la ley o 
por algunos de sus aspectos. 


Quisiera que se profundizara un poco más en lo relativo a la vulneración del derecho de 
propiedad, sobre todo teniendo en cuenta la primera parte de la exposición del doctor Inchausti, en 
cuanto a que las ondas radioeléctricas son un patrimonio común de la humanidad y que el Estado es 
solamente un administrador que las adjudica. 


Por otro lado, se habló de la afectación del derecho de igualdad y por ello quisiera que 
también se ahondara en ese aspecto. 


SEÑOR INCHAUSTI.- En cuanto al derecho de propiedad, reitero que el tema fundamental pasa por la 
afectación de infraestructuras, de desarrollos en recursos humanos y empresariales que hayan llevado 
a cabo los medios de comunicación, los cuales no integran el patrimonio del Estado sino de las 
empresas. En esa medida, son de su propiedad y en tanto la prestación de un servicio de difusión 
publicitaria no sólo requiere de las frecuencias radioeléctricas, sino también de todas estas 
infraestructuras y desarrollos, este proyecto de ley estaría afectando la disposición de estas 
propiedades por parte de sus titulares. 


En lo que tiene que ver con las frecuencias radioeléctricas, al comienzo de mi exposición 
señalé que el Derecho Internacional, reconocido por nuestro país, señala que no son propiedad de los 
Estados sino de la comunidad internacional, tal como ocurre con el espacio exterior, las profundidades 
marítimas y hasta el continente antártico. Quiere decir que para todo aquello que no ha sido objeto de 
apropiación en un momento determinado, el Derecho Internacional, a través de sus distintos 
organismos, ha encontrado mecanismos que permiten su utilización por parte de todas las naciones en 
un régimen de equilibrio e igualdad. Por esa razón, en este caso, las Naciones Unidas, a través de un 
organismo especializado como lo es la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT), asigna las 
frecuencias radioeléctricas por regiones a lo largo y ancho del mundo, y en cada una de ellas los 
países, por la vía de tratados internacionales, se distribuyen su utilización. Por tal motivo, para la 
utilización de las frecuencias radioeléctricas y la asignación de permisos, en nuestro país siempre ha 
sido necesario coordinar con las Administraciones de los países vecinos -Brasil y Argentina, y en algún 
caso hasta con Paraguay- a fin de prevenir las interferencias distorsionantes de las comunicaciones. 


Es tan firme el criterio de que las frecuencias no son propiedad de los Estados que la UIT 
tiene potestades para retirar permisos de utilización de frecuencias en el caso de que no las usen, 
como así también sobre otras facilidades de comunicación. Tenemos el caso reciente de la necesidad 
de utilizar un espacio orbital que había sido asignado a Uruguay. Vale recordar que se llegó a un 
Acuerdo con la República Bolivariana de Venezuela para el lanzamiento y ubicación de un satélite en 
una posición orbital que, repito, se había asignado a Uruguay pero que se corría el riesgo de perder si 
no se utilizaba. Pues bien, esto mismo ocurre con las frecuencias radioeléctricas. 


Desde este punto de vista, entonces, no podemos considerar que las frecuencias 
radioeléctricas sean patrimonio de cada Estado y que, por tanto, tengan derecho a tomarlas o a 
utilizarlas a su antojo. Los Estados se han dado internamente un régimen legal y reglamentario para la 
asignación y utilización de las frecuencias, que debe ser respetado. Cuando un permiso de utilización 
de frecuencia ha sido asignado a un medio de radiodifusión, ya sea privado o público, esas condiciones 
de adjudicación no deberían ser modificadas sino, reitero, respetadas tal como fueron establecidas 
originalmente al momento de otorgar la licencia. Concretamente, no podemos decir tampoco que las 
frecuencias radioeléctricas sean propiedad de los medios de comunicación, sino que las están 
utilizando, en este caso, con autorización del Estado uruguayo, y que no se vulneraría el derecho de 
propiedad en la medida en que no hay propiedad de la frecuencia. Sin embargo, la vulneración del 
derecho de propiedad sí se da claramente en cuanto a que la prestación de servicios con contenido 
informativo, culturales y recreativos debe conjugar, además de las frecuencias radioeléctricas, toda una 
serie de infraestructuras relativas a recursos humanos, empresariales e intelectuales. 


En su fase informativa, reitero, los medios de difusión están dispuestos a facilitar el acceso de 
los partidos políticos a la difusión de sus actividades y propuestas, pero eso se debe diferenciar de 
estos otros desarrollos que han hecho, justamente, para financiar sus actividades, que es la prestación 
de servicios de difusión publicitaria. En ese caso se afecta directamente un componente que 
indudablemente es de propiedad de los medios: los contenidos desarrollados sobre los que se apoya el 
servicio de difusión de publicidad. Esos contenidos están protegidos por la Ley de Propiedad 
Intelectual, es decir, de derecho de autor, tanto en su fase de creación como en su fase de difusión o 
de distribución. 


No sé si el punto ha quedado suficientemente aclarado. 


SEÑORA PERCOVICH.- Lo relativo al derecho de propiedad sí, pero no lo que tiene que ver con el 
derecho de igualdad. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Ahora abordaremos, entonces, el derecho de igualdad. 


Debemos partir de la premisa de que el proyecto de ley reposa en razones de interés 
general. Pues bien, si esa es la motivación, los medios de comunicación asociados a ANDEBU - 
específicamente, los canales de televisión- no comprenden por qué deben ser ellos quienes tengan la 
obligación de soportar, en forma exclusiva, el costo más importante de las campañas electorales. 
Creemos que la publicidad debería ser costeada a través de otros mecanismos como, por ejemplo, la 
financiación tradicional que han tenido los partidos políticos: el reconocimiento de sumas de dinero en 
función del caudal de votos obtenidos en elecciones anteriores. 


Las sumas que se proponen para los partidos políticos en el proyecto de ley han tenido algún 
aumento, pero no ha sido considerable respecto del régimen anterior. Es decir que existen mecanismos 
en los que participa toda la sociedad a través de la asignación directa de fondos por parte del Estado 
para que los partidos políticos puedan desarrollar sus actividades y contratar los distintos servicios - 
como pueden ser los de difusión, transporte o comunicación- que sean necesarios. En este caso 
específico encontramos, incluso en la exposición de motivos del proyecto de ley, referencias a los 
costos de las campañas políticas respecto a los cuales entendemos que deberían encontrarse 
mecanismos para atender, por un lado, las necesidades de funcionamiento habitual de los partidos y, 
por otro, el gasto que supone su desarrollo. En esa medida entendemos, reitero, que si los costos de 
las campañas políticas deben ser soportados fundamentalmente por los medios de televisión, se 
estaría vulnerando el principio de igualdad en tanto que no existe una distribución equitativa de ese 
costo por parte de la sociedad, por parte de otros medios de comunicación, ni por parte de otros 
prestadores de servicios que podrían contribuir a facilitar la financiación de las campañas. Me refiero, 
por ejemplo, a los servicios de transporte, que sí son prestados en un régimen de concesión y no por 
esa razón el Estado o los Legisladores pretenden que las empresas brinden gratuitamente el servicio 


para trasladar a los electores a un acto político, o incluso, el día de las elecciones, a emitir su sufragio. 
Esto podría ser posible de prosperar una distribución más igualitaria de los gastos de las campañas 
políticas. También podría suceder con los servicios de impresión de listas o de folletos cuya distribución 
sea de interés de los partidos políticos, o incluso de los propios librillos que conforman los programas 
de Gobierno, para su difusión y conocimiento por parte de la población. De esta forma, también se le 
podría requerir a las imprentas que prestaran servicio de impresión gratuita a los partidos políticos para 
solventar esos costos. 


Por estas razones, entendemos que la distribución de los costos de la campaña no se realiza 
en forma equitativa entre los distintos actores sociales, sino que recae fundamentalmente en un sector 
específico, en este caso, el de la televisión abierta, la televisión para abonados y sus otras 
modalidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer referencia, fundamentalmente, a tres aspectos. 


En primer lugar, deseo señalar que los aportes que nuestros visitantes han vertido a la 
Comisión son muy importantes; tan es así que marqué diez aspectos centrales, y seguramente de la 
lectura de la versión taquigráfica surgirán otros. Queremos tener un proyecto sólido y necesitamos 
contar con vuestra ayuda, porque si así no fuera, la iniciativa tendría fallas técnicas; aunque su 
redacción fuera ajustada jurídicamente, no sucedería lo mismo con sus aspectos tecnológicos. 


En segundo término, hay que subrayar que sí hay costos; hay un canon implícito. Una 
posible solución sería establecer ese canon en forma explícita, exonerando a radios que cumplan con 
todas esas condiciones. En lo personal, me parece que esto es más engorroso y que sería mejor que 
acordáramos un texto. Reitero que se podría fijar determinado porcentaje a pagar anualmente, y si la 
parte interesada cumple con todos los aspectos establecidos, ayudando a la democracia durante un 
año -el año electoral-, se la exoneraría. Podríamos tomar ese camino, pero pienso que si nos ponemos 
todos de acuerdo, podremos avanzar. Este proyecto es una base; no es el definitivo. 


En tercer lugar, quiero recalcar que es nuestro deseo obtener la mayor cantidad de votos en 
el Parlamento -de ser posible, nos gustaría que se aprobara por unanimidad-, pero esto no quiere decir 
que se necesite una mayoría especial. Es más: algunos artículos de la Ley N* 17.045 establecen 
ciertos porcentajes, pero otros no. Insisto en que no toda la ley exige dos tercios, y para aprobar este 
proyecto sólo se necesitan 16 votos, no dos tercios. 


Si el criterio expuesto por la doctora fuera correcto -seguramente lo sea y no ocurra lo mismo 
con el punto de vista de quien habla, porque ella tiene formación jurídica y sabemos, además, que es 
muy buena en esta temática- estarían en situación de ilegalidad todos los Municipios que han legislado 
sobre publicidad política, que además lo han hecho por decreto y no por ley. Pero aun teniendo razón 
ella, no creo que todos los departamentos estén en situación de ilegalidad. Sin duda se han cometido 
muchas i¡legalidades por decreto, pero lo cierto es que todo el mundo cumple pacíficamente la 
normativa. Incluso, hay departamentos en los que no se pueden poner pasacalles, hacer pintadas, ni 
instalar carteles de publicidad aunque estén ajustados a todos los mecanismos que en otras 
Intendencias tienen las empresas de cartelería o de publicidad luminosa; eso está prohibido y, repito, 
se cumple pacíficamente. Aclaro que lo que está prohibido a texto expreso es la publicidad política, no 
la callejera, y repito que no se establece por ley sino por decretos que, como se comprenderá, tienen 
una jerarquía inferior a la de la ley. Además, en las Juntas Departamentales ni siquiera se podrían 
alcanzar los dos tercios cuando ello esté determinado por la Constitución o la ley. 


Otro aspecto que hay que comprender es el siguiente: imaginemos que un canal de 
televisión -o una radio- dijera que a tal partido no le pasa publicidad, o incluso, que no le pasa 
publicidad a ninguno -en este caso la situación sería más discutible, pero podría tratarse de un canal 
que sólo se dedica a emitir programas de cocina y decide no pasar publicidad política o de ninguna otra 
índole-; me pregunto qué derecho tendría a hacer eso el dueño de la empresa propietaria de la emisora 
de señal abierta -no incluyamos en esto a la televisión para abonados-, que usa un patrimonio de la 
humanidad administrado por el Estado uruguayo, sobre el que se le ha dado la gestión con carácter 
precario. Imaginemos que las autoridades de un canal dijeran, por ejemplo, que al Partido Nacional no 
le pasan publicidad. ¿Tendría más poder el dueño de esa emisora que la mayoría de votos en cada 
Cámara del Poder Legislativo? Me pregunto si esto hace a las garantías del sufragio. Como se 
comprenderá, es un aspecto para analizar cuidadosamente. 


Todo proyecto votado por mayoría en ambas Cámaras tiene fuerza de ley y la Suprema Corte 
de Justicia lo convalidaría. Ahora bien, en este caso el objetivo de las mayorías es tratar de que la ley 
se apruebe por unanimidad, tal como sucedió -salvo por algún artículo- con la ley que regula el 
funcionamiento de los partidos políticos. El propósito de todos es lograr la mayor cantidad de votos 
favorables posible, pero no porque ello sea necesario. 


Creo que trabajando con el resto de los integrantes de la Comisión y con los idóneos en 
estos temas podremos lograr algo bueno para todos, incluso en lo relativo a los costos. Con total 
franqueza quiero reiterar que aquí hay un canon implícito, aunque si los costos tomados en el 
quinquenio superaran cierta cifra, tendríamos que hablar, porque es obvio que nadie quiere generar 
daños a nadie. Debemos intentar trabajar con seriedad y profundidad en este tema. 


SEÑOR HEBER.- En primer lugar, quiero agradecer a los invitados por su presencia y por sus aportes, 
puesto que han sido muy interesantes. Naturalmente, luego los integrantes de la Comisión deliberarán 
porque no es bueno que mostremos nuestras diferencias -que las tenemos- frente a los invitados, sino 
que deberíamos aprovechar esta instancia para hacer una reflexión en conjunto. 


Nuestro Partido entiende que debemos legislar en la materia y llegar a los dos tercios. Creo 
que esa es una limitante electoral y coincido plenamente con lo manifestado por la doctora Silva sobre 
el requisito de los dos tercios. Sin embargo, apelo al espíritu que ha existido en esta Comisión para 
lograr un consenso, casi de unanimidad del sistema político, porque ello implicaría un mensaje mucho 
más fuerte. Sería bueno que los partidos políticos se pudieran poner de acuerdo -como lo hemos 
hecho- en una iniciativa que tiene media sanción y por la cual nos autorregulamos en el financiamiento 
y en la forma en cómo nos controlan y cómo nos controlamos entre nosotros. Cambiar los criterios 
respecto de este proyecto podría generar desconfianzas y éstas podrían repercutir en la media 
sanción, que me parece que es muy necesaria. 


Sacando lo que de alguna manera nos parece importante, que es la discusión constitucional, 
debo decir que una ley de estas características debe contar con una mayoría muy especial, incluso 
superior a los dos tercios. 


¿Cuál es la preocupación que tiene el Partido Nacional? Nos gustaría reiterársela a los 
compañeros de la Comisión y también exponerla ante los visitantes. Como se sabe, no todos los 
medios son iguales, ni inciden de la misma manera sobre la población. Es cierto y no voy a discutir 
sobre el principio de igualdad que señalaba el doctor Inchausti, pero naturalmente no es lo mismo un 
cartel pegado en una columna, que un minuto en televisión, pues todos sabemos que este medio tiene 
una llegada masiva. Eso nos lleva a generar una reflexión de carácter político, y aclaro que no 
queremos lesionar los derechos de propiedad ni de igualdad a los que se ha referido el doctor 
Inchausti. Se trata de un tema nuestro, de la democracia uruguaya. Los minutos en televisión tienen un 
costo y, entonces, mañana una persona de cualquier partido político que no tenga la capacidad 
económica de poder aparecer en la televisión, corre con desventaja -dentro de nuestro partido y 
también en otros-, y eso no es bueno para la democracia. Por tanto, debemos buscar una fórmula que 
no afecte los derechos que ustedes tienen, que no afecte la situación, pero que incida en algo que para 
nosotros es un gran “desigualador” de las oportunidades políticas. Por ejemplo, dentro de mi propio 
partido -no voy a hablar de los otros-, mañana puede aparecer una persona con suficiente respaldo 
económico, y entonces correría con más ventaja que alguien que pueda tener una dedicación 
vocacional muy importante, pero que no tenga dinero como para aparecer en televisión. A nosotros 
eso nos preocupa, pero no sabemos como establecer el sentido de igualdad que debe existir frente a 
esa oportunidad. Si no resolvemos el tema, mañana un dirigente político que no tiene dinero, no puede 
aparecer y, entonces, no existe porque los medios de televisión son de una penetración 
indudablemente muy importante para la opinión pública. 


Acá hay una iniciativa sobre asignaciones de minutos con la que no coincidimos mucho, pero 
algo debemos hacer al respecto, por nosotros y no contra ustedes. Vuelvo a reiterar que respetamos el 
derecho de propiedad que tienen por lo que han invertido en infraestructura para los canales -la que, 
naturalmente, sería utilizada- y el derecho de igualdad que esgrimen en relación a otros medios de 
difusión. El problema es cómo hacemos para que el acceso sea igualitario para todos. Nuestra idea - 
incluso, ya la hemos planteado en el seno de la Comisión- es prohibir la propaganda electoral en los 
medios masivos de comunicación, en este caso, la televisión. Aclaro que esto existe en otros países 
del mundo por lo que no estamos inventando nada. Esta prohibición también implica que no podamos 
utilizar los canales como medio para enviar mensajes de carácter político. 


En ese sentido, queremos acordar con ustedes -como ya lo hemos hecho en otro momento- 
la posibilidad de que a los partidos políticos, más que un cantito, una propaganda bien elaborada, más 
que la venta de un jabón -que es lo que a veces aparece con una agradable canción, una linda imagen 
y una buena producción, que mañana hasta pueda ser engañosa frente a lo que puede ser la sociedad 
de consumo que, lamentablemente, cada vez se desarrolla más-, se les permita solamente un mensaje 
de carácter gratuito. Entonces, la prohibición a la propaganda nos pondría en un plano de igualdad. 
Para nosotros esta sería una solución. Lo que pretendemos es que los canales nos permitan emitir el 
último mes, antes de la elección, un mensaje de carácter gratuito -como ya lo hemos hecho en otras 
oportunidades- en donde el partido político designará quien hable, que bien podría el candidato a la 
Presidencia o a quien se desee. A nuestro juicio no puede haber una propaganda proselitista 
“marketinera”, sino un mensaje de carácter político, de modo tal de que se difundan las ideas de los 
partidos lo mejor posible. Eso sí, no lo imponemos, lo pedimos. 


Pienso que como ya hemos encontrado un entendimiento, podemos llegar también a otro 
mayor del que se ha dado en las últimas elecciones, y es que los medios de difusión colaboren con lo 
que estoy proponiendo que, en definitiva, hace a la democracia. Hablo de planos igualitarios que es, 
quizás, un tema que tengamos que discutir en esta mesa, pero no con ustedes; no me parece mal que 
el mensaje político de aquellos partidos que han tenido mayor apoyo tenga más minutos. De todos 
modos, se debe acordar con ustedes que aquella fuerza política que ha tenido mayor respaldo, tenga 
algunos minutos más de comunicación, de contenido, de sustancia, de programa de partido, de 
programa de gobierno. Pero, ¡que ello no vaya en desmedro de los nuevos partidos, que también 
deben tener la oportunidad para trasmitir su mensaje a la ciudadanía! Nosotros vamos por ese camino. 
Incluso, nos parece complicada desde el punto de visto interno y partidario la asignación de minutos 
dentro de los partidos -porque es donde vamos a encontrar mayores problemas- de acuerdo con el 
proyecto de ley presentado por el Frente Amplio que tenemos a consideración. Tenemos más 
dificultades para llegar a un acuerdo adentro del partido que afuera, sobre todo por las nuevas 
apariciones de candidatos que hacen que mañana, sin antecedentes, tengan la posibilidad de tener 
menos minutos cuando, en definitiva, se afecta un derecho fundamental que es la igualdad de 
oportunidades que tiene que haber en los partidos políticos. 


Repito: recibo con agrado a los invitados quienes, a nuestro juicio, han hecho una objeción 
constitucional válida, pero no se trata de discutir hoy el tema constitucional, sino de acordar. Me 
gustan más las palabras finales donde naturalmente los canales se sienten afectados y vienen 
defendiéndose, adelantándonos lo que puede ocurrir. Entonces, vamos a tratar de evitar esa situación 
y llegar a los dos tercios, con la misma buena voluntad que pusimos para que se aprobara el proyecto 
de ley anterior de financiación y regulación de los partidos políticos. Si existiera la misma voluntad, 
todos los partidos políticos tendrían que acordar con ANDEBU. Por conversaciones que hemos tenido 
con dueños de los canales, sabemos que cuando irrumpe la propaganda electoral política, ésta les 
deshace los negocios que tienen con gente que anuncia regularmente y que prefiere alejarse porque la 
publicidad de los partidos ocupa un espacio que les genera un perjuicio y, por ende, no quieren 
aparecer entre un cantito político y la venta de un jabón o de otro producto, cuando tiene muy pocos 
minutos en el horario central, en el que todos queremos estar porque sabemos que es el de mayor 
audiencia. 


En función de ello, me parece que es muy importante encontrar un sistema por el que no se 
vea afectado ese negocio, que logremos los dos tercios en el Parlamento y que acordemos con los 
canales tener mayores espacios de comunicación gratuitos para los partidos en las últimas dos 
semanas, de modo que a la ciudadanía le quede claro qué propone cada uno de ellos. Con ello se 
evitaría esa asignación por listas y por partido, pues a veces terminamos haciendo un bombardeo y a 
la gente no le queda muy claro qué se vota con una y otra, y en definitiva no nos ayuda en la reflexión 
que debe hacer la ciudadanía a la hora de decidir el voto. Creo más en el acuerdo con ANDEBU para 
establecer alguna instancia en ese sentido -tema sobre el cual adelanto que presentaremos una 
iniciativa-, que hacerlo por ley. Además de la prohibición, en los canales de televisión de señal abierta 
deberíamos generar un entendimiento, como siempre lo hemos hecho. A mi juicio, de ahí parte la 
necesidad de que los canales sean nacionales, que tengamos un diálogo con los dueños y que éstos 
no estén en otra parte desconociendo nuestra realidad. Tengamos presente que los uruguayos 
podemos entendernos tomando un café sentados alrededor de una mesa e intercambiando ideas sobre 
qué necesitan los partidos políticos para comunicarse mejor. Creo que es factible hacerlo en el ámbito 
de esta Comisión, quizás en una reunión menos formal -sin el registro de la versión taquigráfica- que la 
de esta instancia de hoy. De esa forma se puede llegar a un acuerdo que debe existir, porque 
seguramente a los canales les interesará que los partidos lleguen a la ciudadanía en su mensaje 


político y no en el cantito, en la producción o con una linda cara, que en definitiva nos asimila más a un 
jabón que a la sustancia que deben tener a la hora de comunicar. 


En ese sentido venimos transitando, porque creemos que la solución se logra por esa vía, sin 
perjuicio de que tengamos nuestra discusión en el seno de la Comisión sobre cuáles son los caminos 
que tendremos sobre la mesa para analizar. Aspiro a que los partidos políticos nos pongamos de 
acuerdo para hablar con ustedes, no para imponerles nada -lo reitero-, sino para acordar lo que debe 
ser una buena comunicación en un país tan pequeño como el nuestro. Seguramente, a sus tres 
millones de habitantes les vamos a llegar con mayor contundencia por esos medios masivos de 
comunicación que si se imponen minutos o cánones. 


SEÑOR DA ROSA.- En la misma línea en que recién se expresaba el señor Senador Heber, creo que 
tenemos que ser cuidadosos por varias razones a la hora de legislar sobre estos temas: por los 
principios que están en juego -que han sido desarrollados por los representantes de ANDEBU- y 
porque no debemos olvidar que estamos a menos de un año de las elecciones internas y de las 
elecciones nacionales, teniendo presente que legislar en tiempos electorales sobre cuestiones que 
tienen que ver con la publicidad electoral -o con los temas electorales en general-, no parece ser la 
mejor solución. Sin embargo, también es verdad que si uno observa y sigue lo que ha sido la evolución 
en los últimos años de los presupuestos de campañas electorales, se encuentra, por ejemplo, con que 
en la elección del año 2004 los partidos políticos asignaron a la publicidad televisiva entre un 74% y un 
81% u 82% del total de lo gastado en la campaña. Esto es algo que, evidentemente, preocupa a los 
partidos. 


Por otro lado, tenemos una realidad en la cual, en más de una oportunidad, los 
representantes de los medios de comunicación han dicho que ello se debe a que, precisamente, la 
publicidad electoral también genera pérdidas para los canales de televisión en la medida en que 
perturba la programación normal, aleja la publicidad comercial habitual y perturba, también, a la 
audiencia televisiva, que se siente cansada por la intensa propaganda de los últimos días, todo lo cual 
termina afectando los intereses del propio canal. 


Se aprecia, entonces, una especie de coincidencia objetiva de intereses, ya que las 
empresas se ven perturbadas por ese tiempo electoral y los partidos se ven perturbados porque lo que 
invierten O terminan asignando a las campañas publicitarias en televisión, es absolutamente 
desproporcionado con lo que se gasta en otros ámbitos en materia de difusión electoral. 


Entonces, desde ese punto de vista estamos sobre una base que podemos trabajar, puesto 
que hay una coincidencia objetiva de intereses: a los canales les perturba esa intensidad de la 
campaña electoral y a los partidos les genera tremendas dificultades económicas. 


Coincido, además, con lo que acaba de expresar el señor Senador Heber en el sentido de 
que por regla de oro de la democracia, no puede admitirse que aquellos partidos o aquellas tendencias 
que tengan mayor poder económico, terminen primando sobre los intereses de los otros partidos; o 
partidos que, a lo mejor, no tienen mayor poder económico porque no cuentan con adeptos que 
disponen de más recursos, pero sí tienen determinados criterios de organización económica que les 
permiten manejarse con mayor solvencia, lo que también pesa en lo que tiene que ver con el volumen 
de publicidad televisiva que se vuelca. Naturalmente que esto incide mucho, porque todos sabemos -y 
para nadie es un secreto- que los medios de comunicación ejercen un papel cada vez más importante 
sobre lo relativo al pronunciamiento de la gente, sobre la información y la decisión que toma el 
ciudadano cuando va a emitir su voto -ejercicio que practica una vez cada cinco años- por los 
gobernantes o los partidos que entiende que serán los que mejor gobiernen y ejerzan el poder en el 
sistema de la democracia representativa. 


Entonces, partiendo de estas bases, el ideal es que logremos acuerdos por lo menos 
troncales, aunque haya algunas diferencias -que siempre van a existir- de matices o términos; pero que 
existan acuerdos básicos, por lo menos en torno a ciertos temas, insistiendo en determinadas líneas, a 
algunas de las cuales el señor Senador Heber se refería recién. He leído algunas intervenciones de 
representantes de los medios de comunicación -no solo del ámbito televisivo-, que han señalado que 
una de las causas del incremento desmedido de los costos para los partidos en materia de publicidad 
electoral es que en los últimos quince días, fieles a nuestra idiosincrasia latina y uruguaya, todo el 
mundo entra en una especie de “mentalidad de camiseta” y pone todo lo que haya que poner, gastando 


más de lo que puede en publicidad electoral. En muchas oportunidades eso determina el incremento 
notorio de los costos de publicidad. 


En ese sentido, me parece importante señalar que hay que diferenciar -y creo que esta es 
una de las bases sobre las que se puede trabajar- la publicidad electoral de los mensajes de los 
partidos políticos. Muchas veces, en la publicidad electoral termina primando la creatividad del 
productor, de quien hace la publicidad, sobre el mensaje del partido político. Un partido puede querer 
emitir un mensaje mucho más profundo, pero en la medida en que no tenga creatividad, capacidad de 
comunicación o dinero para pagarle a una empresa profesional de alto nivel en materia de creatividad 
publicitaria, siempre va a quedar relegado frente a otro que tenga cómo generar esa publicidad, 
aunque su mensaje sea mucho más superficial y menos importante. 


Creo que tenemos que diferenciar y tener en cuenta estos elementos para avanzar sobre la 
posibilidad de alcanzar un entendimiento básico. Del mismo modo, una vez alcanzado un acuerdo o un 
entendimiento, es perfectamente posible que éste sea suscrito con los partidos políticos o que se 
traduzca en una ley. En definitiva, desde hace muchos años se ha hablado sobre el tema de legislar, 
aunque nunca se ha elaborado ninguna norma al respecto pero, en fin, será cuestión de discutir y 
conversar. 


Por otro lado, quiero señalar que, a mi juicio, tenemos que ser respetuosos de los intereses de 
todas las partes y de los derechos que puedan resultar afectados, pero también debemos tener en 
cuenta que en esto se pone de manifiesto, en cierta forma, la calidad de la democracia que tengamos, 
en la medida en que realmente traduzcamos la mayor objetividad e igualdad posible para que los 
partidos políticos, sin perjuicio de la ideología o de las corrientes de opinión que sostengan, tengan la 
posibilidad de expresar su mensaje ante la ciudadanía. Repito que esto es muy diferente del tema de la 
farándula publicitaria, del jingle, del dibujo y del color utilizado, que muchas veces es la que termina 
bombardeando al público en los últimos quince días, cuando en realidad lo que necesitamos en ese 
período es que el ciudadano piense más en lo que va a hacer y a votar y no se sienta tan apabullado 
por la creatividad publicitaria. No obstante, cuando llega la campaña electoral, aunque no se esté de 
acuerdo con eso, nadie quiere dar ventaja al otro; de esta forma, se desencadena un proceso en el que 
todos terminamos participando, tratando de hacer el dibujito más lindo o de utilizar el color más 
provocativo a los efectos de llegar a la gente con una publicidad más comercial que de contenido 
político. 


Me parece que nosotros debemos trabajar sobre esas bases e, inclusive, sería bueno que 
ANDEBU pudiera elaborar algún documento o contrapropuesta, o exponer ideas o su pensamiento 
sobre este proyecto de ley, todo lo cual podría enriquecer el trabajo de la Comisión. De esta forma, 
estaríamos siguiendo el camino que ha señalado el señor Presidente en el sentido de enriquecer la 
iniciativa y su discusión en aras de lograr el mayor acuerdo posible en un tema en el que el ideal es 
que se obtengan grandes consensos o mayorías, precisamente por lo delicado de la materia de que se 
trata, que refiere ni más ni menos que a las garantías electorales y a la publicidad electoral, que están 
íntimamente ligadas. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas a nuestros invitados porque voy a tener que retirarme. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Da Rosa) 


SEÑOR GARGANO.- He escuchado con mucho interés las argumentaciones formuladas por los 
representantes de ANDEBU. A mi juicio, algunos aspectos han quedado claros, tal como el hecho de 
que las frecuencias están reguladas internacionalmente -eso es cierto-, pero las adjudican los Estados. 
En el Uruguay, hace un mes los interesados comparecieron ante el Poder Ejecutivo solicitando que se 
les concedieran esas frecuencias y demostrando su capacidad para realizar la tarea. El Estado las 
concede gratuitamente, es decir que no cobra canon, y desde las más poderosas emisoras de 
televisión hasta las más elementales que trabajan en pequeños pueblos del país, ninguna paga canon 
por tener una frecuencia. Digo esto porque sobre este tema no hay propiedad de los medios, aunque 
cabría preguntarse si cuando se transfiere el medio de una sociedad a otra, no se toman en cuenta la 
frecuencias, sino solamente los equipos que sí son de propiedad exclusiva de las empresas. Quiero 
señalar que, muchas veces, el precio que luego tienen en el mercado -estos medios se transfieren de 


una sociedad a otra-, se trasmite al derecho que le fue concedido para utilizar la frecuencia y, en 
consecuencia, tendría un precio que el Estado no le dio cuando le otorgó la concesión. Me parece que, 
más allá de lo que opinemos sobre el proyecto de ley en sí, queda claro que hasta el momento ésta es 
la realidad. 


Quiero solicitar a los representantes de ANDEBU que, en la medida de lo posible, si tienen 
una alternativa del proyecto de ley que está a consideración, la formulen porque hasta ahora -desde 
hace por lo menos 25 años o desde que tuvo lugar el golpe de Estado- los partidos políticos hemos 
sido tomadores de precios en materia de publicidad televisiva y radial y no sabemos cuánto pagan los 
demás, si es que pagan. Es cierto que siempre hemos negociado en ese sentido, nosotros tirando a la 
baja y los medios al alza. 


Esto es cuanto quería formular para que se tenga claro que no tenemos el espíritu de 
avasallar a nadie, sino de regular, porque internacionalmente la publicidad electoral está reglamentada 
en más del 90% de las naciones y nuestro país es uno de los cuatro o cinco que no la tienen regulada. 


Por otro lado, quisiera dejar formulada una pregunta -considero que este aspecto es la clave 
de la cuestión- porque se citó a los doctores Cagnoni y Korzeniak, según quienes, aparentemente, por 
la interpretación del artículo 77 de la Constitución de la República se necesitarían dos tercios de votos. 


SEÑORA SILVA.- Quizás esa referencia no quedó muy precisa. 
SEÑOR GARGANO..- No voy a discutir sobre este punto, sino a preguntar. 


Tuve la oportunidad de estudiar un poco acerca del Derecho Constitucional y me atrae 
bastante el tema. El numeral 7%) del artículo 77, que es un punto clave de la democracia uruguaya, 
dice: “Toda nueva ley de Registro Cívico o de Elecciones, así como toda modificación o interpretación 
de las vigentes, requerirá dos tercios de votos del total de componentes de cada Cámara. Esta mayoría 
especial regirá sólo” -repito, sólo- “para las garantías del sufragio y elección, composición, funciones y 
procedimientos de la Corte Electoral y corporaciones electorales”. A mi juicio, el vocablo “sólo” tiene 
una importancia clave. Continúa este numeral: “Para resolver en materia de gastos, presupuestos y de 
orden interno de las mismas, bastará la simple mayoría”. 


Quisiera saber, entonces, en qué parte del proyecto de ley se afecta la garantía del sufragio y 
de la elección. 


SEÑORA SILVA.- El proyecto de ley sometido a estudio de esta Comisión establece para las 
empresas de televisión abierta y televisión para abonados la utilización de servicios publicitarios 
gratuitos y, además, limita la comercialización de publicidad electoral. Al mismo tiempo, las incluye en 
las disposiciones de la Ley N* 17.045. 


En función de lo que se señala en la exposición de motivos, entendemos que lo que se 
procura es asegurar la mayor libertad del elector, de manera que el sufragio exprese la voluntad de 
cada uno y que ésta aparezca fielmente reflejada en el acto de la elección, tal como sostiene el doctor 
Cagnoni. Insisto: parece claro que el objetivo de este proyecto de ley tiene que ver con el sufragio y 
sus garantías. Por otra parte, regula aspectos y momentos previos al acto mismo de la expresión del 
voto. 


En definitiva, en la medida en que lo que se procura es regular los espacios de difusión 
publicitaria como así también la comercialización -teniendo en cuenta el concepto mismo y la definición 
que surge de la Ley N” 17.045 en cuanto a lo que es publicidad electoral-, consideramos que el 
contenido de este proyecto de ley es de carácter electoral y tiene que ver con la garantía del sufragio. 


SEÑOR LERENA.- Entendemos que el servicio de difusión publicitario está dirigido a influir sobre la 
voluntad del votante para torcerla en uno u otro sentido; uno se enfoca en el votante cuando genera 
una publicidad. En tanto la voluntad del votante se traduce en el sufragio, pensamos que esto encuadra 
dentro de la previsión del sufragio y las elecciones establecida en la disposición constitucional. Reitero, 
ese servicio de difusión está dirigido a influir en la voluntad del elector. 


SEÑOR GARGANO.- Me referí a lo que dice el texto constitucional sobre las garantías del sufragio; y 
la garantía del sufragio es que sea libre. Ahora bien, si alguien, como se dijo aquí, puede influir porque 
es mejor comunicador que otros para convencer, eso es otra cosa, está al costado de la ley, porque 
ésta no lo puede regular. La ley no puede regular la cabeza del receptor de la información; incluso, 
sería una brutalidad que en algún momento del curso de la historia llegara a operar algo así. 


Cuando se habla de garantía del sufragio, se está haciendo referencia a que el sujeto no sea 
coaccionado como lo era antes, cuando el Jefe de Policía hacía una comunicación al Presidente de la 
República -“Afortunadamente, aquí hemos votado por el Partido de Gobierno”- antes de que terminara 
la elección. Entonces, esto se refiere a permitirle a la persona que acceda libremente al sufragio, que 
tenga su credencial inscripta y que pueda emitir su voto sin tener al lado un agente de seguridad o del 
Gobierno que lo presione para que lo haga en un determinado sentido. Eso es lo que regula el artículo, 
y no la publicidad. Incluso, el último inciso establece que para todo lo demás se necesitará mayoría 
simple. 


Quería hacer esta aclaración y admito que puede haber dos interpretaciones. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Quiero agregar dos cosas porque la discusión es muy rica y me parece que 
si la intención es poner un pensamiento colectivo entre los sectores políticos y los implicados en el 
tema, es bueno dejar hecha alguna aclaración. 


En primer término, que la evolución de los medios de comunicación es tan vertiginosa que 
seguramente vamos a tener que seguir cambiando estas normas. En este momento, por ejemplo, hay 
publicidad a través de SMS, cosa impensable hace veinte años. Es decir que aparecen, digamos, 
actores nuevos. Por lo tanto, esto va a ser siempre un motivo de polémica, lo cual me parece bien. 


En segundo lugar, aquí se ha abundado -y no lo voy a repetir- en la igualdad de acceso, tanto 
de los partidos como de los sectores, a la propaganda o publicidad política, y también en lo que se 
entiende por publicidad, contenido o mensaje. En este momento, y mirado desde el punto de vista de 
las empresas, hay desigualdades no sólo en relación a la televisión, sino también a los medios de 
radiodifusión. También aquí se ponía en el otro platillo de la balanza la incidencia de los medios 
audiovisuales porque estamos en un momento en que la civilización es bastante mediática. Quiero 
decir que la Ley N* 17.045 consagra una diferencia en relación a la señal pública, el Canal 5, que 
también está en competencia, porque no es monopólico; es, por lo tanto, una empresa más que juega 
y que tiene obligaciones. Entonces, también tenemos que registrar ese hecho. 


Esto era lo único que quería señalar. 


SEÑOR INCHAUSTI.- Quiero hacer referencia a un concepto señalado por el señor Senador Michelini - 
lamento que se haya retirado- y que luego fue recogido por el señor Senador Gargano, respecto a la 
posible existencia de un canon que deberían pagar los medios de radiodifusión por la utilización de las 
frecuencias. En nuestro país nunca ha existido un canon -que es el impuesto a los medios de 
radiodifusión para la asignación de los permisos- y ello no responde a una distracción u olvido del 
Estado, sino a un criterio que a nuestro juicio es acertado en cuanto a la finalidad y a la modalidad de 
funcionamiento de los medios de radiodifusión. Se trata de medios de comunicación masiva, que 
brindan contenidos informativos, culturales y recreativos en forma libre y gratuita. Esto significa que al 
usuario no le representa ningún costo, pues es solventado por las empresas anunciantes a través de 
los servicios de difusión publicitaria. En esa medida, entonces, nos parece lógico que el soporte en el 
cual se sustenta la actividad -es decir, las frecuencias radioeléctricas- también sea gratuito para los 
medios de radiodifusión. 


En lo que respecta a la televisión para abonados, existe un canon que es vertido al Estado a 
través de la Unidad Reguladora del Servicio de Comunicaciones, porque a su vez cobran el servicio a 
sus usuarios. Podemos señalar que hay otras empresas que abonan un canon al Estado por la 
utilización de frecuencias radioeléctricas -como por ejemplo las de telefonía celular, que en algún caso 
han pagado cifras muy importantes-, pero en la medida en que dicho costo es incorporado a lo que 
pagan los usuarios que se benefician de sus servicios, es justo que lo paguen. A nuestro juicio, es 
razonable que las frecuencias radioeléctricas tengan un costo para quien las utiliza cuando ese costo 
es trasladado al usuario final, que es el beneficiario del servicio en cuestión. Pero en el caso de las 
empresas de radiodifusión, cuyo costo no lo paga el usuario sino que se solventa de otra forma, 


entendemos que es acertado que el soporte en el cual se desarrolla la actividad también sea gratuito 
para quien lo utiliza. Que las frecuencias tuvieran un costo implicaría una barrera en el acceso a los 
medios de difusión, privilegiando a quienes tienen mayor poder económico, en la medida en que el 
costo fijado fuera inabordable para la mayoría de los interesados. 


Afortunadamente, nuestro país tiene una enorme cantidad de medios de comunicación -en 
particular de radiodifusión-, que en su enorme mayoría son operados por empresas muy pequeñas, 
muchas veces familiares. Esos emprendimientos han debido organizarse de acuerdo con formatos 
propios del Derecho Comercial; debido a la regulación en nuestro país, durante muchísimos años se 
han mantenido en base a este tipo de sociedades. Además, desde el año pasado, cuando se sancionó 
la ley que regula la radiodifusión comunitaria, las asociaciones civiles o grupos de personas 
organizadas también tienen la posibilidad de acceder a la utilización de frecuencias radioeléctricas para 
desarrollar proyectos de radiodifusión, y si el Estado decidiera establecer un costo, sin duda significaría 
una barrera -en muchos casos infranqueable- para el acceso a la utilización de esas frecuencias y al 
desarrollo de proyectos y de medios de comunicación que, afortunadamente, en el Uruguay son muy 
numerosos. Es de hacer notar que en nuestro país ya existían casi trescientos medios de 
comunicación, entre públicos y privados, a los que podrían agregarse cuatrocientos comunitarios cuyos 
proyectos y carpetas están a estudio de la URSEC, de los cuales treinta y ocho han sido aprobados 
hace pocas semanas. 


Consideramos que la existencia de numerosos medios de comunicación es un valor 
importante, que refleja el nivel cultural y social de una nación. Ese es un indicador que se ha tomado 
como referencia a nivel internacional. Repito que nuestro país ha desarrollado durante muchos años 
numerosos medios de comunicación en distintas áreas y, a nuestro juicio, ese es un hecho positivo, 
que revela el nivel de madurez social y cultural de nuestra sociedad. 


Otra referencia que aquí se hizo tiene que ver con las posibilidades económicas del acceso a 
los medios de comunicación. Los señores Senadores Heber y Da Rosa mencionaron el tema, y 
quisiera señalar que deberíamos ponderar ciertas circunstancias o hechos que nos hacen dudar que el 
respaldo económico sea determinante al momento de llevar adelante un proyecto político, o de lograr 
imponerse a través de las urnas frente a otros planteos de esa índole. Tenemos una experiencia muy 
reciente en los Estados Unidos, donde sin duda esto no fue determinante para el triunfo del candidato 
Barack Obama, quien en función de una propuesta atractiva y novedosa, así como de su carisma, 
consiguió la adhesión masiva de grandes sectores de la población que aportaron pequeñísimas sumas 
de dinero para financiar su campaña electoral, tanto interna -en la que su contrincante era la Senadora 
Clinton- como nacional, en la que se enfrentó al Partido Republicano que, sin dudas, tiene un enorme 
apoyo económico, al igual que su candidato, que posee una enorme fortuna personal y familiar, ya que 
su esposa es dueña de una de las mayores fortunas de los Estados Unidos. 


También podemos mencionar otra experiencia de Estados Unidos, en que un candidato 
independiente pretendió acceder al máximo cargo electivo del país en función de fuertes inversiones de 
dinero. Me refiero a Ross Perot, quien participó en dos elecciones en aquel país. Este hombre, que 
posee una de las grandes fortunas de Estados Unidos, invirtió muchísimo dinero en sus campañas, y si 
bien obtuvo un respaldo electoral relativamente importante, no consiguió las adhesiones suficientes 
como para llegar al cargo al que aspiraba. Este candidato también desarrolló diferentes propuestas de 
comunicación. En momentos en que la publicidad electoral se realizaba a través de las tandas 
publicitarias de las grandes cadenas de Estados Unidos, Ross Perot optó por desarrollar su 
comunicación a través de los llamados “infomerciales”, un tipo de comunicación que podemos ver en 
las pantallas de televisión de nuestro país y que es utilizada para promover la venta de determinados 
productos, habitualmente llamada “teleshopping”. Pero a pesar de la enorme inversión económica 
realizada y de los nuevos mecanismos publicitarios adoptados, este candidato no consiguió captar las 
adhesiones necesarias a favor de su candidatura y de su partido, el Partido Reformista. Entendemos, 
pues, que lo fundamental de una propuesta política no es la capacidad económica de quienes la llevan 
adelante, ni las formas de comunicación publicitaria que elijan, sino la riqueza que tengan las 
propuestas y los planes de gobierno que quieran impulsar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más consideraciones que formular, sólo resta agradecer a la 
delegación de ANDEBU por los aportes que han realizado esta mañana, seguramente nos 
mantendremos en contacto para analizar la evolución del tema. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 15 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


